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Presidencia

REAL DECRETO por el que se modifica el Reglamento de Armas, aprobado por el Real 
Decreto 137/1993, de 29 de enero. 

ACUERDO por el que se solicita la tramitación parlamentaria por el procedimiento de 
urgencia del Proyecto de Ley de supervisión de los seguros privados. 

INFORME sobre el Anteproyecto de Ley de actualización de la legislación sobre protección a 
la infancia. 

INFORME sobre el Anteproyecto de Ley Orgánica complementaria al Proyecto de Ley de 
actualización de la legislación sobre protección a la infancia. 

Economía y Hacienda

Se remite a las Cortes Generales PROYECTO DE LEY de supervisión de los seguros 
privados.

REAL DECRETO por el que se nombra Secretario General de Hacienda a D. JUAN CANO 
GARCÍA . 

Asuntos Exteriores y de Cooperación

ACUERDO por el que se autoriza la firma del Protocolo entre el Reino de España y la 
Confederación Suiza que modifica el Convenio para evitar la doble imposición en materia 
de impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio, firmado en Berna el 26 de abril de 
1966, y su Protocolo, modificados por el Protocolo firmado en Madrid el 29 de junio de 
2006.  

Industria, Turismo y Comercio

Se remite a las Cortes Generales PROYECTO DE LEY por la que se modifica la Ley 
54/1997, de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico, para adaptarla a lo dispuesto en la 
Directiva 2009/72/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de julio de 2009, 
sobre normas comunes para el mercado interior de la electricidad y por la que se deroga 
la Directiva 2003/54/CE.  

* * *

Economía y Hacienda
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APROBADO EL PROYECTO DE LEY DE SUPERVISIÓN DE LOS SEGUROS PRIVADOS

Transpone a la legislación española la Directiva europea sobre Solvencia II. 

El Consejo de Ministros ha aprobado la remisión a las Cortes Generales del Proyecto de Ley de 
supervisión de los seguros privados, cuyo objetivo es regular el acceso a las actividades de 
seguro y reaseguro privado y de las condiciones y supervisión de su ejercicio, con la finalidad 
principal de proteger los derechos de los tomadores, asegurados y beneficiarios, y de promover 
la transparencia del mercado de seguros y el desarrollo de la actividad aseguradora privada.

El Proyecto, para cuya tramitación parlamentaria se ha solicitado el procedimiento de urgencia, 
transpone a la legislación española la Directiva comunitaria sobre el seguro de vida, el acceso a 
la actividad de seguro y de reaseguro y su ejercicio (Directiva Solvencia II), que ahonda en la 
eliminación de las diferencias más importantes entre las legislaciones de los Estados miembros y, 
por tanto, posibilita el establecimiento de un marco legal homogéneo dentro del cual las 
entidades aseguradoras y reaseguradoras europeas desarrollen su actividad en todo el mercado 
interior.

Con ello se refuerza la supervisión sobre el sector asegurador en dos ámbitos: 

- El control de la solvencia financiera y de los requisitos de buen gobierno de las entidades.

. La vigilancia de las prácticas y conductas de mercado para garantizar los derechos de los 
asegurados y beneficiarios.

Nueva configuración de los requisitos de capital

La Directiva Solvencia II articula una concepción de la solvencia de las entidades aseguradoras 
y reaseguradoras basada en tres pilares que se refuerzan mutuamente:

Un sistema de solvencia basado en el riesgo. Se establecen reglas sobre requerimientos de 
capital determinados en función de los riesgos asumidos por las entidades. 

Un nuevo sistema de supervisión con el objeto de fomentar la mejora de la gestión interna 
de los riesgos por las entidades. 

Exigencias de información y transparencia hacia el mercado sobre los aspectos claves del 
perfil de los riesgos asumidos por las entidades y su forma de gestión. 

Control de la situación financiera

El control de la situación financiera de las entidades aseguradoras y reaseguradoras debe 
basarse en sólidos principios económicos y en el uso óptimo de la información proporcionada por 
los mercados financieros, así como de los datos disponibles sobre los riesgos asumidos. Con 
arreglo a este enfoque, los requisitos de capital deben estar cubiertos por fondos propios, que 
deben clasificarse con arreglo a criterios de calidad, seguridad y disponibilidad.

En el ámbito de la Directiva Solvencia II, los requerimientos de capital de solvencia deben 
comportar dos niveles de exigencia:

a) Uno, el capital de solvencia obligatorio, variable en función del riesgo asumido por la entidad y 
basado en un cálculo prospectivo;

b) Dos, el capital mínimo obligatorio, configurado como un nivel mínimo de seguridad por debajo 
del cual no deberían descender los recursos financieros.

Convergencia de la actividad supervisora europea



Conjuntamente con la nueva concepción de la solvencia hay otro elemento determinante del 
futuro de la supervisión de la actividad aseguradora y reaseguradora europea, como es la 
política comunitaria de estabilidad, integración y regulación financiera, cuyo objeto es diseñar 
medidas de seguridad de alcance europeo para prevenir y, en última instancia, gestionar 
eficazmente las crisis financieras.

En este sentido, recientemente se ha constituido la Autoridad Europea de Seguros y Pensiones 
de Jubilación, con importantes facultades de coordinación y decisorias en materia de supervisión 
de seguros y reaseguros. 

El Proyecto de Ley aprobado hoy asume como principio rector la convergencia de la actividad 
supervisora europea en lo que respecta a los instrumentos y a las prácticas de supervisión, y el 
papel que en esa convergencia corresponde a la Autoridad Europea de Seguros y Pensiones 
de Jubilación.

REAL DECRETO por el que se nombra Secretario General de Hacienda a D. JUAN CANO 
GARCÍA 

Nacido el 26 de agosto de 1965 en Sitges, es Licenciado en Derecho por la Universidad de 
Barcelona y en Ciencias Políticas y de la Administración y en Humanidades por la Universitat 
Oberta de Catalunya. Pertenece a los Cuerpos Superiores de Inspectores de Hacienda del 
Estado y de Interventores y Auditores del Estado.

Ha sido vocal del Tribunal Económico-Administrativo Regional de Cataluña, inspector jefe de 
Unidad Regional de Inspección en Barcelona, inspector regional adjunto en Barcelona, 
delegado especial adjunto de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, inspector regional 
de Cataluña y delegado especial de la Agencia Estatal de Administración Tributaria en Cataluña. 
Desde junio de 2010 era director del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria de la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria.

Industria, Turismo y Comercio

APROBADA LA MODIFICACIÓN DE LA LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO

Se introduce el concepto de consumidor vulnerable recogido en la Directiva comunitaria que 
se transpone, figura ya existente en la normativa española mediante el bono social, del 
que ya son beneficiarios en nuestro país amplios colectivos de consumidores de 
electricidad. 

Las empresas comercializadoras deberán presentar facturas desglosadas y disponer de un 
servicio gratuito de atención telefónica al cliente, al tiempo que se estipula un sistema de 
multas por incumplimientos de las nuevas normas por parte de estas compañías. 

Se establece una mayor armonización de las competencias de los reguladores nacionales de 
energía, así como el fortalecimiento de su independencia. 

La aplicación de mecanismos de cooperación comunitarios por parte de otros Estados 
miembros para el cumplimiento de sus objetivos de energía renovable no podrá afectar a 
la producción renovable nacional. 

La introducción de la protección a los consumidores vulnerables y su asimilación al bono social, 
junto con otras disposiciones de defensa del consumidor, y el fortalecimiento de la 
independencia de los reguladores nacionales de energía, son las principales novedades del 
contenido del Proyecto de Ley de modificación de la Ley del Sector Eléctrico que el Consejo de 
Ministros ha aprobado hoy para su remisión a las Cortes Generales.

El Proyecto, para cuya tramitación parlamentaria se ha solicitado el procedimiento de urgencia, 
tiene como finalidad adecuar la ley 54/1997 del Sector Eléctrico a las directrices de la Unión 
Europea, para lo que transpone la Directiva sobre normas comunes del mercado interior de la 
electricidad. 
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Además, incluye importantes novedades y actualiza algunas de las disposiciones de la Ley 
vigente para mejorar el funcionamiento del sector eléctrico.

Con unos planteamientos similares a los del Proyecto de Ley del Sector de Hidrocarburos, 
aprobado el viernes pasado por el Consejo de Ministros para adaptar este sector a las normas 
comunes para el sector del gas natural de la Unión Europea, profundizar en la liberalización de 
los mercados y prestar una atención especial a la defensa de los consumidores son los 
propósitos fundamentales del Proyecto de Ley aprobado hoy.

Separación patrimonial

La estructura del sistema eléctrico español ya cumplía con los requisitos de separación 
patrimonial de los activos de transporte establecidos por la Directiva comunitaria de 2009 en lo 
relativo a las limitaciones en la participación en empresas que realicen las distintas actividades y 
en la toma de control de las mismas.

En el texto de la nueva normativa se contempla la certificación de Red Eléctrica de España como 
gestor de la red de transporte, facultando a la Comisión Nacional de Energía para realizar dicha 
certificación en base a lo que se establezca reglamentariamente.

Asimismo, se incluyen, entre otros aspectos, las limitaciones accionariales de la sociedad matriz a 
la que pertenece el operador del sistema, gestor de la red de transporte y transportista.

Reforzamiento de las competencias de la Comisión Nacional de Energía

Respecto a la armonización de las competencias de la Comisión Nacional de Energía con otros 
organismos e instituciones y en relación con los expedientes sancionadores como resultado de 
las actuaciones de inspección, cuyo plazo se amplía a seis meses, se precisa que las 
competencias de la Comisión Nacional de Energía son "sin perjuicio de las competencias de 
exclusivas de otros órganos de las Administraciones Públicas", como la Comisión Nacional de 
Competencia. También se señala que la tramitación de reclamaciones se conducirá en 
coordinación entre las Comunidades Autónomas y la propia Comisión Nacional de Energía vía 
protocolos de actuación.

Tocante a la autorización de participaciones (Función 14), se refuerza la necesidad de justificar 
la denegación de la autorización de adquisiciones basándose en la existencia de riesgos 
significativos y se reduce a un mes el plazo de resolución de autorizaciones para evitar 
distorsionar los procesos de compra-venta del mercado.

Como ya se hizo en el Proyecto de Ley del Sector de Hidrocarburos, se dicta que los actos y 
resoluciones adoptadas por la Comisión Nacional de Energía en el ejercicio de sus funciones 
pondrán fin a la vía administrativa, que podrán ser recurridos ante la jurisdicción contencioso-
administrativa.

Se incluye, además, una disposición que, en relación con la revisión de estándares de 
retribución, establece que reglamentariamente se determinarán los plazos y condiciones para 
elaborar la propuesta.

Defensa de los consumidores

El Proyecto aprobado hoy presta una atención especial a todos los aspectos referidos a la 
atención y defensa de los consumidores. En este capítulo, además de adaptar el concepto 
comunitario de "consumidor vulnerable" para asimilarlo al ya existente bono social español, se 
introducen una serie de disposiciones y, entre ellas, se exige un desglose en la factura del 
consumidor de los elementos principales de coste.

También se obliga a los comercializadores a disponer de un servicio de atención para las 
reclamaciones que disponga de una dirección postal y de un servicio de atención telefónica 
gratuito, implementado en tres meses y un correcto mantenimiento del mismo.

Se exige a los comercializadores, además, que cumplan con los plazos de cambio de 
suministrador y se estipula que los incumplimientos de las nuevas normas pueden suponer para 
los comercializadores multas que no podrán sobrepasar el 10 por 100 del volumen neto de la 



cifra de negocios.

Otros contenidos

Con respecto a la posibilidad de repercutir los tributos que establezcan las distintas 
administraciones autonómicas o locales de carácter no uniforme en los peajes de los 
consumidores del ámbito territorial de dichas Administraciones, una posibilidad que ya existe 
actualmente para los tributos autonómicos o locales sobre la actividad eléctrica, el Proyecto 
señala que también podrían trasladarse los tributos sobre las instalaciones afectas a las mismas.

También se contempla la posibilidad de que Red Eléctrica de España, S.A. realice proyectos 
experimentales en los sistemas eléctricos insulares y extrapeninsulares, y se elimina la 
prohibición impuesta a los operadores dominantes de limitación de importar energía eléctrica 
procedente de países fuera del ámbito del MIBEL (Mercado Ibérico de Electricidad)

El Proyecto estipula, igualmente, que la aplicación de mecanismos de cooperación comunitarios 
por parte de otros Estados miembros para el cumplimiento de sus objetivos de energía renovable 
no podrá afectar a la producción renovable nacional.

Sanidad, Política Social e Igualdad

INFORME SOBRE EL ANTEPROYECTO DE LEY DE ACTUALIZACIÓN DE LA LEGISLACIÓN 
DE PROTECCIÓN A LA INFANCIA

Se simplifican los mecanismos de acogida y adopción, y se potencia el acogimiento familiar 
frente a los centros tutelares. 

Los menores de tres años no ingresarán en centros de protección y se suprime el 
acogimiento provisional y el preadoptivo para acortar los procedimientos. 

Permite la adopción de mayores de 18 años en situación de acogida familiar o convivencia 
estable y regula los centros para menores con trastornos de conducta. 

Racionaliza, acorta y simplifica los procedimientos judiciales, y amplía la intervención del 
Ministerio Fiscal como garante de los derechos de la infancia. 

El Consejo de Ministros ha recibido un informe de la ministra de Sanidad, Política Social e 
Igualdad sobre el Anteproyecto de Ley que actualiza la legislación de protección de la infancia. 

El objetivo de la nueva normativa es simplificar y mejorar los mecanismos de acogida y adopción, 
así como potenciar el acogimiento familiar de menores en situación de desamparo, frente a su 
ingreso en centros tutelares.

El anteproyecto de ley recoge las recomendaciones de la Comisión especial del Senado que en 
los últimos dos años ha analizado los problemas de la adopción nacional y otros temas afines. 
En noviembre pasado esta Comisión aprobó por unanimidad una serie de propuestas que han 
sido de mucha utilidad para elaborar el Anteproyecto de Ley.

El documento también ha tenido en cuenta las aportaciones de las Comunidades Autónomas, a 
quienes directamente corresponden las competencias en esta materia, Defensor de Pueblo, 
Fiscalía General del Estado, Comité de Derechos del Niño, expertos y organizaciones de 
defensa de la infancia. Entre otras cosas, la nueva legislación unifica los procedimientos y 
normativas para todas las Comunidades Autónomas, de manera que facilita la coordinación y 
control de actuaciones en materia de protección a la infancia.

Esta Ley, que fue uno de los compromisos adquiridos por la ministra de Sanidad tras su toma de 
posesión, implica la reforma del Código Civil, de la Ley de Enjuiciamiento Civil y de la Ley de 
Protección Jurídica del Menor, de 1996.

Menores de seis y tres años

El Gobierno pretende mejorar la protección de los menores en nuestro país, evitar situaciones de 



desamparo y potenciar la acogida familiar frente a su ingreso en centros de acogida, 
especialmente para los menores de seis años. 

Es más, el Anteproyecto establece expresamente que los menores de tres años no ingresarán 
en los centros de protección, salvo que exista imposibilidad muy justificada.

Tanto el Gobierno como los organismos e instituciones relacionados con la protección a los 
menores consideran que el entorno familiar es el ambiente más favorable para el desarrollo de 
menores en situación de desamparo.

Acogimiento y adopción

Respecto del acogimiento familiar, el Anteproyecto suprime el acogimiento provisional y el 
preadoptivo, con el objetivo de simplificar y acortar los procedimientos. Se diferencian los 
objetivos de acogimiento familiar de los de adopción.

Por otro lado, esta reforma posibilita que las entidades públicas atribuyan funciones de tutela a 
acogedores permanentes para dotar de más autonomía a la familia acogedora. Es importante 
señalar también que se establece un régimen de derechos y deberes de los acogedores.

Con relación a la adopción, además de suprimir el acogimiento preadoptivo, se acorta el período 
previo establecido para la presentación de la propuesta de adopción ante el juez (pasa de un 
año a tres meses).

Además, se posibilita la adopción de mayores de dieciocho años en los casos en los que estén 
previamente en situación de acogida familiar (ahora sólo es posible si el acogimiento se produce 
antes de los catorce años) o convivencia estable (normalmente con un familiar).

El objetivo del Gobierno es afrontar los problemas que se han identificado, actualizando la 
regulación de nuestro sistema de protección de la infancia; aspecto básico y esencial del Estado 
del Bienestar, porque afecta a los más vulnerables entre los vulnerables.

Interés superior del menor

Uno de los puntos esenciales del Anteproyecto es proteger el interés superior del menor a partir 
de una serie de criterios comunes tomando como base la jurisprudencia sentada al respecto por 
el Tribunal Supremo y los avances en esta materia en el derecho comparado.

Respecto a la mejora en la regulación de las actuaciones de prevención, se desarrollan nuevos 
mecanismos para actuar ante situaciones de riesgo, mediante programas que permitan mantener 
a los niños y niñas en su entorno familiar.

Una novedad importante en materia de derechos fundamentales es la no discriminación por 
discapacidad en el derecho del menor a ser oído.

También se regula la exigencia de estándares de calidad para cada tipo de servicio de 
protección a la infancia: centros, hogares funcionales, etcétera.

Simplificación de procedimientos judiciales

Igualmente, la nueva normativa racionaliza, acorta y simplifica los procedimientos judiciales: en 
primer lugar, el Anteproyecto pretende que todos los procedimientos contra las resoluciones 
administrativas referentes a cada menor se acumulen en el mismo Juzgado; en segundo lugar, 
se imposibilita la ejecución provisional de sentencias que se dicten en primera instancia. De esta 
manera, se evitan constantes cambios de situaciones y residencia del menor, que originan 
graves consecuencias emocionales a los niños y niñas.

Centros para menores con problemas de conducta

El Anteproyecto regula también los centros para menores con trastorno de conducta; menores 
que no han cometido delitos, pero que persisten en conductas que afectan gravemente a los 
demás, en sus diferentes ámbitos de existencia.



La norma aborda, por primera vez, las características de estos centros y establece una serie de 
garantías: necesidad de diagnóstico previo y autorización judicial para el ingreso en los centros 
que utilicen medidas de contención y restricción de libertad, limitación en la administración de 
medicamentos e intensificación de la actuación de los servicios de inspección y supervisión.

Desde esta perspectiva garantista, es importante también la ampliación de la intervención del 
Ministerio Fiscal como garante de los derechos de la infancia. Una labor fundamental que 
muchos fiscales de España realizan con un gran compromiso y dedicación, y que ahora se ve 
reforzada.

Interior

MODIFICADO EL REGLAMENTO DE ARMAS

El Consejo de Ministros ha aprobado un Real Decreto que modifica el vigente Reglamento de 
Armas con la finalidad de incorporar al ordenamiento jurídico español la Directiva comunitaria del 
21 de mayo de 2008, en materia de control de la adquisición y tenencia de armas.

Las principales modificaciones que se introducen son las siguientes:

Mejora del procedimiento de inutilización de las armas de fuego que garantice su irreversibilidad

Se modifica el artículo 108 del Reglamento con el objeto de que sobre las armas de fuego se 
lleve a cabo un completo procedimiento de inutilización de todas y cada una de sus piezas y 
mecanismos que garantice su irreversibilidad. Antes de esta modificación, la inutilización sólo 
afectaba al cañón del arma de fuego, de manera que con su sustitución se estaban 
rehabilitando armas inutilizadas para su uso con finalidades ilícitas.

Marcado de las armas de fuego

El marcado de las armas de fuego consiste en un código alfanumérico grabado en el arma que, 
al ser único, permite identificarlas de manera individual. Antes sólo se preveía el marcado de las 
armas de fuego completamente ensambladas. El texto también prevé el marcado de las piezas 
fundamentales de las armas de fuego que se comercialicen por separado.

Regulación del régimen jurídico del corretaje de armas

Se regula la actividad de corretaje de armas de fuego. Así, por "corredor" se entenderá toda 
persona física o jurídica cuya actividad profesional consista en la compra, venta u organización 
en territorio español de actividades relacionadas con las armas de fuego o asimiladas, sus 
piezas fundamentales o municiones, negociando o concertando las citadas transacciones 
comerciales. Se trata de un intermediario en las operaciones comerciales que se lleven a cabo 
con estos materiales.

Además, a los "corredores" se les exigirá para ejercer su actividad la obtención de una 
autorización previa y que lleven un registro de las armas que sean objeto de su actividad de 
intermediación en los correspondientes libros.

Tarjeta Europea de Armas de Fuego

La Tarjeta Europea de Armas de Fuego es el documento que ampara la tenencia y uso de 
armas de fuego para la caza y el tiro por parte de los ciudadanos españoles que posean la 
correspondiente licencia y se desplacen a otros países comunitarios con sus armas de fuego, y 
viceversa. En este punto, el Reglamento de Armas se modifica para adaptarlo a diversas 
previsiones de la Directiva comunitaria para prever expresamente el carácter intransferible de la 
Tarjeta Europea de Armas de Fuego, así como para no gravar su utilización con ningún tipo de 



tasa o canon.

Asuntos Exteriores y de Cooperación

PROTOCOLO QUE MODIFICA EL CONVENIO CON SUIZA PARA EVITAR LA DOBLE 
IMPOSICIÓN EN MATERIA DE IMPUESTOS

El Consejo de Ministros ha autorizado la firma del Protocolo entre el Reino de España y la 
Confederación Suiza que modifica el Convenio para evitar la doble imposición en materia de 
impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio firmado en Berna el 26 de abril de 1966, y su 
Protocolo, modificados por otro Protocolo firmado en Madrid el 29 de junio de 2006.

A raíz de los trabajos emprendidos por el G-20, Suiza asumió el compromiso de adaptar su 
legislación a los estándares actuales de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE) en cuanto a intercambio de información tributaria. 

Por ello, en 2009 la política española en materia de negociaciones de Convenios de Doble 
imposición consideró una prioridad la renegociación del Convenio Hispano-Suizo de 1966, 
modificado por el Protocolo del 29 de junio de 2006, para garantizar a nuestras autoridades 
fiscales el acceso a la información bancaria y la capacidad para identificar a los beneficiarios 
efectivos de cualquier tipo de transacción, y lograr así un instrumento de prevención del fraude 
fiscal y un efecto disuasorio para la realización de operaciones que tengan por finalidad el 
fraude fiscal internacional.

El Consejo de Ministros de 18 de febrero de 2011 autorizó la firma del citado Protocolo. Sin 
embargo, posteriormente las autoridades suizas propusieron unas modificaciones en el artículo 
que recoge el intercambio de información, que han sido aceptadas por España, ya que tienen 
como objetivo eliminar la interpretación restrictiva que Suiza estaba haciendo de los estándares 
de transparencia e intercambio efectivo de la OCDE.

Este nuevo Protocolo introduce, además del intercambio de información, una serie de 
modificaciones técnicas referidas, entre otras cuestiones, a tributación de dividendos, ganancias 
de capital y disposiciones para evitar la doble imposición, así como a las definiciones de 
"establecimiento permanente" y "empresas asociadas".

Los impuestos a los que se aplica el Convenio en España son: el Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas; el Impuesto sobre la Renta de Sociedades; el Impuesto sobre la Renta de 
los no Residentes; el Impuesto sobre el Patrimonio y los impuestos locales sobre la Renta y 
sobre el Patrimonio.

* * *


